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			Ningún bastardo entrará a la Asamblea del Señor.

			Deuteronomio 23: 2,3.

			 

			La falta de linaje impide la dicha.

			Aristóteles, Ética nicomáquea 1099b, 1, 4.

		

	
		
			Prólogo

			 

			Internet primero; después lo que convinimos en llamar Web 2.0; luego las redes sociales o las aplicaciones para tableta y móvil. Todo ello, unido con el descontento hacia el sistema de democracia representativa, parece conjurarse para reivindicar algo de soberanía para el ciudadano sobre la base de recuperar la vieja democracia directa de la antigua Grecia.

			Esa democracia directa se edificó sobre dos fuertes bases: la primera, que el mundo era en cierto modo comprensible para el individuo, dada su relativamente baja complejidad; la segunda, que los ciudadanos podían dedicarse a tomar decisiones, a gestionar lo común, a la política, porque una gran parte de la sociedad no estaba compuesta por ciudadanos con plenos derechos políticos: mujeres, metecos y esclavos.

			Tras varios siglos de regímenes no democráticos, la democracia es paulatinamente recuperada por los nuevos estados liberales, pero con un añadido: los distintos estratos de instituciones intermediadoras. No en vano, en el siglo XVIII el mundo era ya enormemente complejo y el número de ciudadanos (formalmente) libres y con derechos políticos demasiados como para hacer eficiente y eficaz la implicación directa en la toma de decisiones.

			¿Hasta qué punto estamos ahora en condiciones de tomar lo mejor de los dos mundos? ¿Podemos devolver la soberanía al ciudadano a la vez que minimizamos los costes, asociando la gestión colectiva gracias a las distintas tecnologías y espacios digitales? 

			La solución que habitualmente viene a la mente al hablar de mayor participación, de devolución de soberanía, de tecnología para el ejercicio democrático es el voto electrónico. El voto electrónico –y la democracia directa como concepto subyacente– parece la solución mágica que vendrá a sanear nuestra democracia. Votamos más, nos representan menos: fin de la corrupción, sentido de no ser utilizados…, todo bueno.

			La buena noticia es que el voto electrónico goza ya de una salud formidable, al menos en términos técnicos. No en vano, la gestión del voto tradicional ya es electrónica en muchas de sus fases. 

			Sabemos que el voto electrónico permite una mejor gestión del voto –rapidez en el recuento, ahorros en términos logísticos (especialmente una vez la primera inversión está hecha)–, facilita el acceso a colectivos en riesgo de exclusión del proceso –expatriados, algunos colectivos de discapacitados–, permite una mayor flexibilidad a la hora de votar –incluyendo cambiar el voto (sea esto bueno o malo)–, disminuye errores en las transiciones entre etapas, etc.

			Sabemos, además, que en muchos aspectos es incluso más seguro que el voto presencial. Aunque las democracias más avanzadas han dejado de lado muchas prácticas ilegítimas, todavía son habituales en muchos comicios la compra de votos, obligar o prohibir un determinado sentido del voto, el robo o sustitución de papeletas, la manipulación del voto emitido…

			No obstante, al voto electrónico se le atribuyen también tres grandes debilidades: la posibilidad de la manipulación a gran escala; la introducción de una capa tecnológica que, como tal, puede introducir una nueva tipología de errores (tanto de hardware como de software); la mayor dificultad de auditar el proceso, así como la concurrencia de nuevos actores al mismo.

			Estos riesgos no son menores, ni mucho menos, pero cada vez son más relativos. La cuestión de la nueva tecnología y los nuevos actores es cada vez menos relevante en la medida en que esa tecnología y actores ya permean en el resto del proceso. En referencia a la manipulación a gran escala, sigue siendo un gran riesgo, pero los avances en cifrado, así como el desarrollo de modelos basados en blockchain, pueden minimizar, a corto plazo, estos riesgos.

			En el fondo, a menudo le pedimos a lo digital lo que no hacemos con lo tradicional: ¿son los apoderados honestos?, ¿pueden manipular papeletas?, ¿y los miembros de la mesa?, ¿qué pasa desde que el presidente abandona la mesa hasta que llega a la sede electoral municipal?, ¿y con las urnas? 

			En el fondo, el gran problema del voto electrónico es el siguiente: ni aumenta la participación ni fomenta un voto más informado o reflexionado. Simplemente –aunque es mucho– hace más barato votar varias veces por sus claras economías de escala.

			¿Es esto suficiente? ¿Justifican las alforjas este camino?

			Hay algo que la democracia directa requiere y ni las mejores herramientas nos van a proporcionar por mucho que optimicen el proceso: tiempo. La democracia pasa por ejercer un voto bien informado, lo que a efectos prácticos requiere: un diagnóstico de la situación; una deliberación entre los actores afectados por un tema, sus distintas aproximaciones y las posibles soluciones al mismo; y una negociación donde se identifiquen escalas de valores, prioridades y consensos posibles. Todo ello antes de –o tan siquiera sin– votar.

			La democracia deliberativa –asistida por diferentes herramientas de participación electrónica– permite precisamente trabajar estas tres fases –diagnóstico, deliberación, negociación– sin necesariamente fijarse en la toma de la decisión final (sea voto directo o a través de representantes electos).

			En la democracia deliberativa no es tan importante la decisión final, como identificar qué temas son más relevantes para la agenda pública, así como cartografiarlos extensivamente para que no se escape ningún matiz y sea más fácil aislar los puntos de coincidencia para construir consensos.

			La principal asunción de la democracia deliberativa es el paso de la toma de decisiones puntual al debate continuo, a preferir procesos largos de construcción que la gestión de conflictos en procesos a menudo interminables y generalmente deslegitimadores.

			Muchas de las herramientas de la tecnopolítica van en esta dirección, además de dotarse de canales de sincronización con otras herramientas de la democracia deliberativa tradicional.

			Para empezar, la deliberación electrónica pone especial énfasis en escuchar más que en hablar: trabaja para que herramientas y plataformas faciliten la detección de comportamientos emergentes, el reconocimiento de patrones o la caracterización de tendencias ¿Clictivismo? No, punta del iceberg: lo que importa es lo que está debajo.

			Las nuevas plataformas de participación electrónica y deliberación facilitan también bajar los costes de participar al posibilitar aportaciones sobre la marcha, en el lugar y momento adecuados. Sobre todo, en el tema adecuado: atrás queda la cuestión de tener que participar en todo (imposible) y tener que saber de todo (todavía más imposible): se trata aquí de hacer aportaciones cualitativas, fruto de la propia experiencia y formación, y que la suma del todo sea mayor que las partes. Algoritmos estadísticos o de inteligencia artificial nos van a ayudar en ello.

			La democracia deliberativa, por tanto, no buscará que participe «todo el mundo» (aunque sería deseable), sino que participe «todo el mundo relevante en una cuestión». Ese «relevante» es el eslabón débil del sistema: ¿quién lo define?, ¿cómo sabemos que el grupo es significativo y representativo?

			Entre la democracia directa, que puede decidirlo todo sin pensar, y la democracia deliberativa, que puede asamblearizarlo todo sin decidir nada, nos encontramos con la democracia líquida, que pretende recoger lo mejor de ambos mundos.

			La democracia líquida consiste en delegar el voto de forma temporal –por norma general, para cada decisión o voto a realizar– a un intermediario a cuyo voto se añadirá el de todo aquel que haya delegado en él.

			Aunque el concepto no es del todo nuevo en ciencia política, la tremenda flexibilidad y adaptabilidad que permiten las plataformas digitales han abierto de par en par la posibilidad de desplegar todo el potencial de la democracia líquida. Dicho de otro modo, lo que hace apenas unas décadas era un modelo entre teórico o de uso casi doméstico, ahora puede ser el gran revulsivo –tanto técnico como organizativo– de la democracia liberal.

			Lo que la tecnología nos permite, hoy en día, es que podamos volver a pensar en el ciudadano apartando temporalmente el foco de las herramientas. Dicho de otro modo, que podamos volver a diseñar sistemas de votación donde el ciudadano pueda rescatar su soberanía sin estar sometidos a las barreras de espacio y tiempo, de información y de comunicación, que antaño constreñían el diagnóstico de la voluntad del pueblo, la deliberación, la negociación y la toma de decisiones.

			Las instituciones se han convertido, con los años, en centros de poder, en actores en sí mismos. Podemos ahora, con cuidado y sin romper nada, intentar que vuelvan a tener ese papel de caja de herramientas, de plataforma ciudadana, de ágora para la gestión colectiva de lo público.

			Jorge Francisco Aguirre Sala nos invita, en su detallado viaje por La democracia líquida, a explorar los orígenes de la democracia representativa, dónde empieza a fallar y por qué ha entrado en una crisis que parece más estructural que coyuntural. Estructural porque sus carencias, lejos de atenuarse, se acentúan a medida que la sociedad entra en una nueva era digital e informacional. Nos invita, también, no solamente a reflexionar sobre estas carencias, sino a utilizar, de forma activa, los instrumentos que están ahora sí, ya, a nuestro alcance, para salir de nuestro «letargo ciudadano».

			Porque, al fin y al cabo, La democracia líquida no trata tanto de una nueva forma de ejercer la ciudadanía como de una nueva forma de ser ciudadano. Ese es el reto al que nos enfrentamos. Esta es la invitación que nos hace este libro.

			 

			Ismael Peña-López

		

	
		
			Introducción

			El adjetivo ilegítimo tiene mayor fuerza peyorativa que el término ilegal. Ilegal: dícese de la acción, acto o ciudadano que transgrede la ley. E ilegítimo se refiere a la acción, acto o sujeto inauténtico, adulterado, con falta de veracidad o incongruencia dentro de un sistema u orden establecido. Un sujeto ilegítimo es aquel impropio o extraño a las jerarquías de la tradición o el pacto social.

			Las combinaciones de ambas nociones suman cuatro cuando se considera lo legal y lo legítimo. Algo o alguien pueden ser ilegales y también ilegítimos. Otra combinación es la dupla ilegal-legítimo, por ejemplo, la violación de la ley con razones justificativas superiores a la ley misma. Así nos presenta Sófocles a su personaje Antígona: infringiendo la prohibición anticonspiradora de dar sepultura al cadáver de su hermano Polinices al cumplir el ritual religioso de enterrarlo. La tercera combinación está en el binomio de lo legal y lo legítimo. El cuarto caso, el de nuestro interés, ocurre cuando la ley no está suscrita deliberada e intencionalmente por quienes la cumplen. Es decir, hay legalidad pero ilegitimidad porque el origen de la ley no es auténtico.

			Coloquialmente, llamábamos «ilegítimos» a los hijos concebidos de uno o los dos miembros de la pareja parental cuando alguno tiene impedimento para dicha relación por razones de su propio matrimonio o algún voto religioso. También son ilegítimos los votos políticos en blanco, o intencionalmente nulos, aun habiendo cumplido la obligación legal de acudir a las urnas, porque verdaderamente no eligen a ningún representante. Ilegítimas resultan, entonces, muchas acciones que pueden ser legales o indiferentemente legales, pero inauténticas, falsas o contrarias al sentido de su naturaleza.  

			La energía ofensiva del adjetivo ilegítimo proviene de sus sinónimos: espurio, adulterino, bastardo. Pero el agravio depende de la perspectiva de las tradiciones o los convencionalismos. La ofensa, en todo caso, es relativa a un punto de vista. Lo importante es precisar: ¿por qué son «ilegítimos» los deseos de defender nuestros derechos? ¿Quiénes son los bastardos en busca de la revancha para obtener el reconocimiento de derechos supuestamente ilegítimos? ¿Por qué el derecho de los ilegítimos, en última instancia, es equivalente al derecho de exigir derechos? 

			Las preguntas anteriores han sido inspiradas en breves, pero poderosísimas líneas, de dos pensadores alemanes. Jurgen Habermas denomina ilegítimo1 al poder que desea defender sus derechos, precisamente porque estos no han sido reconocidos por las instancias legales. Con lo cual queda cuestionada, precisamente, la legitimidad de dichas instancias. Es decir, para el poder legislativo de una nación (la instancia normativa de la sociedad política), el ejercicio de derechos todavía no reconocidos es ilegítimo. Por su parte, Hannah Arendt, refiriéndose a los apátridas y los exiliados, llega a conjeturar el derecho a tener derechos2. De ese derecho se trata en este libro.

			Nuestro punto de partida es la premisa que reconoce en todo sujeto una dignidad y al menos un poderío posible sobre sí mismo. En palabras más clásicas: la posesión de la soberanía. Podrá debatirse desde la religión, la moral, la ciencia y la cultura sobre la soberanía y su consecuente dignidad universal, autodeterminación y autoposesión. Asimismo, sobre la propiedad de todo humano sobre su cuerpo, fuerza de trabajo o libertad. Podrá discutirse económicamente el grado de autosuficiencia, dependencia de los demás y, psicológicamente, el de la autonomía de la salud mental. Pero la soberanía y dignidad humana son, de jure, aunque no siempre de facto, irreductibles e inalienables.  

			Por otra parte, nos encontramos organizados deliberadamente en sociedades para paliar nuestras insuficiencias. La sociedad es la asociación organizada para realizar diversas funciones, satisfacer necesidades y cumplir deseos ejerciendo un sinnúmero de oficios. Y la organización de dicha sociedad requiere un orden y el respeto a dicho orden para tener éxito. De este modo surge la necesidad de la autoridad y, en consecuencia, la de depositar la soberanía individual en el Estado social en aras de la organización y el logro.

			En las propuestas democráticas (representativas o participativas) el individuo delega su soberanía en los respectivos representantes. Estos la reciben para prestar diversos servicios públicos, organizar a la sociedad, velar por su supervivencia y desarrollo, mantener el orden, emitir y hacer cumplir las leyes para conseguir lo anterior. Después de la delegación, el sujeto individual, el simple ciudadano, queda atenido a las mayorías y al arbitrio de los delegados y representantes. Es decir, después de las elecciones, los electores se subordinan a quienes se han constituido como autoridades y han marcado las directrices y políticas a las instituciones sociales. Pero si bien el traslado de ese dominio hace posible la institucionalización de la autoridad, ello causa varios problemas: el distanciamiento entre el sujeto y su dominio soberano, el sometimiento de algunas minorías a la ordenación general y el empoderamiento de los representantes.

			El empoderamiento de los representantes se agrava cuando se pierden las vías de comunicación con los representados. También es grave que los representantes tomen decisiones, gestiones y administración sobre el bien común a la sombra de su exclusivo discernimiento. Ocurre cuando la sociedad es muy grande. La sociedad no puede actuar constantemente, en todo y para todo, en una deliberación democrática directa. La democracia sin estado es asamblea permanente, y además, hasta antes de la era de la información y comunicación electrónica, la deliberación y la democracia directa parecían imprácticas e imposibles. Por esta razón, las políticas públicas se definen al margen de la deliberación o consulta ciudadana. En ello, la organización social abre la posibilidad a la corrupción, al establecimiento del poder y su ejercicio para perpetuarse en el poder y no para servir. 

			La corrupción se ha justificado históricamente al someter a las minorías, o a particulares, para un ordenamiento general, legal pero ilegítimo, escondido bajo el inexplicable disfraz de «razones de estado». Las secretas «razones de estado» han sido un pretexto para dominar a los otrora soberanos en lugar de ejercer el gobierno obedeciéndolos.

			Cuando el ciudadano ha delegado su soberanía y desea ejercer o ampliar su poder soberano original para ordenar, hacer, cumplir o cambiar las leyes, entonces sus deseos y poder ya no son legales, aunque son legítimos. 

			Sin embargo, desde la perspectiva del empoderamiento del representante, esos deseos y poder, aun sin transgredir las leyes, emergen como ilegítimos. Los servidores públicos que devienen en burócratas replican: ¿quiénes son apenas un puñado de ciudadanos para cuestionar las razones de estado, cambiar la ley y exigir cuentas a la autoridad? Unos bastardos. 

			Así, los «ilegítimos», de cuyo derecho a exigir derechos hablamos aquí, son los estigmatizados por la corrupción del proceso de delegación y representatividad. Son quienes quedan vaciados de su soberanía y potestad por la falta de reconocimiento de parte del poder corrompido. Son los no reconocidos. 

			Ante los «ilegítimos», el poder hegemónico es hipócrita: en público, los acoge al aceptar la alteridad, pero en privado trabaja contra ellos. Los bastardos no caben en la casa grande donde se presume el linaje: sus asuntos deben quedar fuera de la agenda política y es menester someterlos al legalismo de cánones y procedimientos montados sobre falsas jerarquías.

			La vindicación del derecho de los ilegítimos se propone acabar con esta discriminación. Acercándose al modelo de la democracia líquida, pretende desenmascarar los legalismos opresores construidos sobre la base de laberintos y estratagemas de cuasiinfinitos artilugios.

			Si el punto de partida es la premisa de la soberanía, la vindicación del derecho de los ilegítimos no puede prever el punto de arribo final que tendrá en la historia el modelo líquido de la democracia. No obstante, es necesario reconocer que la soberanía de origen ius naturale pauta el derecho de los naturales.

			Algunas premisas subsecuentes entonces quedan asentadas: los «ilegítimos» son «ilegítimos» a la vista de los gobernantes. Se trata de los ciudadanos soberanos, no elegidos como representantes políticos, que desean limitar la delegación de su soberanía al elaborar las leyes. Al impedírseles este deseo, a su vez ven a los gobernantes –justificados en un sistema autorreferencial de legalidad– como ilegítimos. Luego entonces, ¿quiénes son legítimos y quiénes no?

			La cuestión anterior obliga a reconocer una crisis de legitimidad y a establecer los criterios para asentar las premisas de la legitimidad democrática.

			Por su parte, los ciudadanos soberanos, no elegidos como representantes políticos, que desean limitar la delegación de su soberanía en el ejercicio procedimental del poder legislativo, han sido identificados como los ciudadanos sin reconocimiento. La falta de reconocimiento, para el caso de minorías, puede discutirse bajo la necesidad de diversos tipos de derechos: los categoriales, los contingentes y los diferenciados; pero para las mayorías o la generalidad cabe como el derecho a tener derechos y, entre otros, el derecho a representarse o autorrepresentarse con independencia de los deseos e intereses de los representantes políticos.

			Otra premisa de este derrotero se presenta en tres cambios de paradigmas culturales altamente significativos. Los cambios se encuentran en el ámbito de la democracia, de la comunicación y de los sentimientos.

			El cambio de paradigma democrático apunta al tránsito evolutivo desde el gobierno hacia la gobernanza; movimiento que pasa de la democracia representativa hacia la democracia representativa elitista, la democracia participativa semidirecta, la democracia participativa directa y finalmente la democracia líquida. 

			El segundo cambio de paradigma corresponde a los medios y modos de comunicación entre representantes y representados y de estos últimos entre sí, gracias a los avances que van desde los mass media tradicionales hasta las redes sociales cibernéticas constituidas por la versión Web 3.0. 

			El tercer paradigma obedece al corazón que puede transformar los dos primeros; nos referimos a la participación ciudadana. La participación ciudadana se concibió –al igual que las funciones políticas, los medios de comunicación y los procedimientos electorales para constituir los parlamentos– como un hecho democrático en sí. Pero en realidad no es así. Podemos visualizar esto en los medios de comunicación: la radio, el cine, el periodismo y la televisión suponían que teníamos democracia y que en ellos buscábamos la información. Los wikis, los blogs y los new media obsequian la información y buscan la democracia. Análoga consideración tenemos para la participación ciudadana: no se es ciudadano para participar, se participa para llegar a ser ciudadano. El cambio de paradigma de la participación ciudadana no se limita a una ciudadanía mediática o digital, tampoco a una ciudadanía más política que privada, pues si bien estos aspectos son importantes y mucho ayudan, no son suficientes. El paradigma de la participación ciudadana deviene desde los motivos racionales para participar hacia la hermenéutica política de las pasiones. Es decir, de los razonamientos y argumentos a favor del bien común hasta los sentimientos que exigen justicia provocados por la indignación, la compasión, el asco y la vergüenza.

			Luego entonces, está claro que no sabemos cuál es la geografía de la democracia líquida como puerto final de arribo para el derecho de los ilegítimos, pero sí la finalidad permanente de este derecho a tener derechos: la obtención, expansión y multiplicación de la justicia.

			 

		

	
		
			Notas

			1.	Habermas, J. (1998). Facticidad y validez. Sobre el derecho y el Estado democrático de derecho en términos de teoría del discurso (pág. 407). Madrid: Editorial Trotta. 

			2.	«Llegamos a ser conscientes de la existencia de un derecho a tener derechos», dice Arendt al referirse a las acciones y opiniones que son motivos de juicio. Arendt, H. (2002). Los orígenes del totalitarismo. Vol. II. Imperialismo (pág. 430). Madrid: Alianza Editorial.

		

	
		
			Capítulo I

			La crisis de legitimidad

			Muchas encuestas ciudadanas, varios movimientos activistas y bastantes teóricos coinciden en que los gobernantes, como representantes del gobierno democrático o hipóstasis del Estado, padecen una crisis de legitimidad.

			Por ejemplo, en la encuesta mundial de valores1 encontramos, respecto a la confianza en el Gobierno mexicano, que el 35 % y 26 % de los encuestados afirman tener no mucha confianza o nada de confianza respectivamente. En el caso de España, el 48 % no mucha y el 29,9 % nada de confianza.

			La confianza en los partidos políticos en ambos países es aún más baja y, en el parlamento, el porcentaje de encuestados en México que afirmaron tener no mucha confianza fue del 39 % y nada de confianza del 30,3 %; en España apenas el 44,7 % tiene algo de confianza y el 17,1 % nada de confianza.

			La desconfianza coloca a México en el penúltimo puesto de Latinoamérica en satisfacción con la democracia. Esto quiere decir que los gobiernos de facto son percibidos por los ciudadanos todavía muy lejanos (más allá de la mitad del camino) al modelo deseable de gobierno democrático.

			De igual manera, en España, «la abrumadora mayoría de los ciudadanos (83 %) desaprueba la forma en que el Congreso de los Diputados está llevando a cabo su trabajo»2. Pasando a otras latitudes, la Encuesta nacional sobre cultura política y prácticas ciudadanas en México3 reportó que el 80 % de los encuestados considera el voto como el único mecanismo para expresar si el gobierno hace bien o mal las cosas. Resultado alarmante, además del porcentaje, por creer que el voto es el único instrumento de incidencia política que pueden utilizar los ciudadanos para expresar su insatisfacción, crítica y, sobre todo, propuestas y alternativas para cambiar y mejorar las políticas públicas. Lo que equivale a decir que la representatividad política no tiene un sustento ampliamente demográfico que le otorgue legitimidad y, por tanto, no parece poseer un sustento democrático.

			En lo referente a movimientos activistas, puede ejemplificarse con el caso español: #nonosrepresentan4 denuncia la falta de representatividad y la necesidad de promover la democracia participativa. El movimiento #yosoy132 mexicano fue un síntoma de la crisis de legitimidad cuando propuso «fomentar y fortalecer la democracia participativa en la toma de decisiones, la construcción de políticas públicas y el apoyo a los proyectos autónomos y autogestivos»5.

			La representatividad política está cuestionada también por los teóricos sociales. Así, por ejemplo, el sociólogo Manuel Castells en el año 20146 apuntaba: «Las encuestas muestran que entre el 50 por ciento y el 80 por ciento de los ciudadanos, según países, no se consideran representados por partidos y gobernantes y ponen en cuestión las reglas institucionales de funcionamiento democrático».

			La democracia aparece como una promesa incumplida. Porque los partidos políticos y los funcionarios de turno han perdido la capacidad de representar intereses colectivos. Las cámaras, congresos o parlamentos –que son los organismos que tienen como misión garantizar que las políticas públicas dependan de los votos– no tienen organismos o instrumentos que garanticen que los representantes están siguiendo y obedeciendo las preferencias de los ciudadanos.

			El modelo representativo no tiene espacios ni mecanismos para asegurar que las políticas públicas dependan del parecer de los ciudadanos.

			Los teóricos de la filosofía política coinciden a priori con los sociólogos, las encuestas y los movimientos activistas al denunciar la ilegitimidad de la democracia representativa. Todos se expresan en términos de crisis de representatividad política. Desde 1915, antes que en México existieran los partidos políticos y probablemente antes de que en España se concibieran formalmente y no como comités, Michels ya había formulado la «ley de hierro de la oligarquía»7. Según esta ley, los partidos políticos inevitablemente desarrollan la tendencia oligárquica.

			La ley de hierro de la oligarquía de los partidos políticos, es decir, el instrumento que sostiene lo que podemos llamar «partidocracia», se basa en los siguientes hechos: los gobernantes no son verdaderos delegados de la soberanía de los ciudadanos, sino «representantes» desvinculados de sus representados; dichos «representantes» son elegidos con métodos establecidos por ellos mismos; las elecciones se hacen de una lista cerrada de candidatos, cuyo listado, a su vez, es exclusivo para grupos registrados por sí mismos como partidos políticos, y una vez instaurados como representantes, se amplían las reglas de su oligarquía: el clientelismo, el patrimonialismo y el corporativismo.

			La regla de oro de la oligarquía es la opacidad en la rendición de la cuenta pública. Esta regla tiene dos estrategias. La primera consiste en un burocratismo que impone deliberadamente exigencias administrativas excesivas al acceso transparente e inteligible de la información. La segunda estrategia genera la ineficiencia de la Administración al multiplicar las funciones de empleados públicos a quienes corresponde rendir cuentas, con lo cual se elude dicha responsabilidad transfiriéndola constantemente a otros funcionarios. Así, aunque la organización burocrática nació de las pretensiones de eliminar la voluntad personalista en el ejercicio del poder, como sugiere Max Weber, se deforma en burocratismo. Este cosifica el poder político en una hipóstasis que justifica la existencia de sí mismo como depositario de dicho poder.

			La tendencia oligárquica sabotea la capacidad representativa. Un buen diagnóstico de las dificultades de la representatividad democrática fue compilado por Manin8, quien presenta cuatro problemas fundamentales:

			1)	la forma de elegir a los representantes y las características personales que marcan su preferibilidad;

			2)	el grado de autonomía otorgado a los representantes;

			3)	las funciones e influencias de la opinión pública; y

			4)	el espacio de la deliberación política.

			La primera de las dificultades aborda dos aspectos: los mecanismos de representatividad y los criterios de elección. Ambos resultarían secundarios si la organización de un gobierno democrático fuera más participativa que representativa, pues los métodos para elegir representantes y sus perfiles tendrían menor importancia si se definieran las políticas públicas en función de los acuerdos o consensos alcanzados en espacios deliberativos. O quizá bastaría con que los representantes políticos y sus partidos cumplieran con los planes y promesas expuestos durante las campañas electorales y estos hubieran sido elaborados de manera consultiva. Pero las agendas y políticas públicas no son generadas desde estos espacios porque la mayoría de los electores limitan su participación al voto. El voto, en la mayoría de los casos latinoamericanos, centra sus preferencias en candidatos y no en partidos, de manera que los partidos centran su atención más «en sus hombres» que en sus programas. Y esa disposición influye en la conducta de los electores, que, si acaso llegaran a centrar su atención en partidos, correrían el riesgo de no atender prioritariamente los programas de gobierno. Es decir, partidos y electores transitan por la vía de la representatividad y no por la deliberación constructiva. Por tanto, las tesis e ideologías partidarias tienden a mediar cada vez menos la relación entre ciudadanos y representantes y ello auxilia a sostener el statu quo.

			La segunda dificultad, aquella acerca de la autonomía de los representantes, consiste en la asimetría de poder, de información privilegiada y potencial de decisión entre gobernados y gobernantes. La aparente incompatibilidad entre la soberanía del ciudadano y la obediencia a las normas es conflictiva porque los electores y los representantes del gobierno buscan sujetarse mutuamente.

			Los gobernantes son agentes preponderantes para organizar políticamente a la sociedad, buscar la supervivencia y desarrollo de la misma; y para sostener dicha organización, emiten y hacen cumplir las leyes. Los votantes, habiendo elegido a sus representantes, reciben de ellos la coerción para cumplir sus órdenes. Paradójicamente, los representantes podrían imponer algunas disposiciones sin justificar y varias normas que restringen a los ciudadanos alegando «razones de estado». El ejemplo más cínico de esta situación se encuentra en el lema del despotismo ilustrado del siglo XVIII: «Todo para el pueblo pero sin el pueblo», frase que alcanzó un lugar común literario en el ambiente europeo de la época y fue atribuida a Federico II de Prusia.

			Por otra parte, una vez establecidas las leyes, todos han de atenerse a ellas: incluso los gobernantes. Además, los políticos se enfrentan al potencial del electorado, que puede reemplazarlos en las siguientes elecciones. Así, las autoridades también quedan atadas, tanto por las leyes como por las expectativas y exigencias de sus futuros electores.

			Sobre la tercera dificultad, las funciones e influencias de la opinión pública, hablaremos más adelante con ocasión de comparar los medios masivos tradicionales de comunicación (mass media) con las redes sociales cibernéticas. Cabe, sin embargo, dejar una nota histórica desde ahora, pues los mass media también tuvieron su propio desarrollo democratizador. Habermas9 hace ver esto cuando apunta que los medios dejaron de pensarse como «prensa de noticias» para considerarse como «prensa de opinión», con lo cual adquirieron la posibilidad de expandirse como prensa de propuesta, ejercicio, revisión y ampliación de asuntos ciudadanos.

			La cuarta dificultad, la referente a los espacios de la deliberación política, sin duda es la más controversial. No solo por las condiciones de posibilidad que exige la deliberación política pública, sino también por su capacidad vinculante, que pone en tela de juicio la existencia de los partidos políticos. Las dificultades se agravan al considerar la instrumentación más adecuada, justa y conclusivamente representativa para la deliberación y por la motivación que debería mover a los ciudadanos a la misma. Ambas cuestiones serán abordadas en las últimas secciones.
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			Capítulo II

			Las premisas de la legitimidad democrática

			Para establecer las premisas de la legitimidad democrática, es conveniente explicar qué es la ciudadanía que adviene en la democracia y la democracia misma, pues no siempre es obvia la dialéctica del poder entre gobernantes y gobernados en este modelo de gobierno.

			Las filósofas Hannah Arendt e Iris Marion Young, en muchos de sus textos, insistieron en el sentido original de ciudadanía: la capacidad de autogobierno mediante la participación activa en la vida pública. Es decir, las personas deben asumirse como ciudadanos tomando un papel activo en la legislación, ejecución, auditoría y aprobación judicial de los actos de gobierno. También deben involucrarse en la inserción de los intereses particulares hacia la comprehensión del interés general y el bien común. Este sentido original del ser de la ciudadanía describe un deber ser distinto a los hechos mismos, por lo cual se infiere que la ciudadanía es una condición potencial por alcanzar y no una característica innata o inherente de acto y de facto por el simple hecho de ser persona.

			Por ende, la ciudadanía no es solo la posesión de la soberanía personal (la posesión de sí mismo para vincularse, organizarse y decidir una forma de vida o la posesión corporal de la fuerza de trabajo con miras a la ganancia privada o la aportación social), que se delega a través del sufragio, sino, como dice Cantú1, es «el derecho y la disposición de participar en una comunidad, a través de la acción autorregulada, inclusiva, pacífica y responsable, con el objetivo de optimizar el bienestar público [y agregamos, como él mismo propone]: la garantía de vigencia de los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales». Con ello el concepto de ciudadanía se abre a varios quehaceres.

			El primer y fundamental quehacer ciudadano es la retroalimentación entre la ciudadanía misma y el sistema democrático, y con ello podemos comprender qué es la democracia misma, como indica Edgar Morin:

			«… la democracia se funda sobre el control del aparato del poder por los controlados y así reduce la esclavitud (que determina un poder que no sufre autorregulación de aquellos que somete) [así evita ser una dictadura del electorado, diríamos nosotros]; en este sentido la democracia es, más que un régimen político, la regeneración continua de un bucle (sic) [un ciclo, una espiral] complejo y retroactivo: los ciudadanos producen la democracia que produce los ciudadanos»2.

			Ahora bien, si la tarea ciudadana es producir democracia para que esta a su vez genere ciudadanos, entonces –como se había insinuado–, no se es ciudadano para participar, sino que se participa para lograr devenir ciudadano y para hacer emerger la democracia. Ciudadanía y democracia no son realidades dadas y consumadas, sino fenómenos siempre en construcción. Esto plantea la necesidad de establecer, perpetuar e incrementar el vínculo entre ciudadanos y representantes políticos y, por ende, de establecer la autenticidad y la no corrupción de dicho vínculo para darle legitimidad a la democracia. O como indica Urbinati3, para comprender que la representación es una forma de participación más allá del proceso electoral: «Un proceso circular […] entre instituciones estatales y prácticas sociales» que, añadimos nosotros, busca dar legitimidad al modo de organizarse políticamente.

			Del modo más hedonista posible, la legitimidad puede evaluarse en la práctica con el criterio de percepción de satisfacción. Pitkin, sin mayores cortapisas, considera que existe una adecuada representación, es decir, una democracia satisfactoria, cuando los electores se sienten satisfechos y ello se traduce en «acuerdos sistemáticos a largo plazo»4.

			Sin embargo, la percepción de satisfacción de los ciudadanos puede provenir de una alienación o enajenación. Por ello, es necesario considerar de manera formal la legitimidad del Estado con algunos parámetros más allá de las percepciones ciudadanas sobre la eficacia o lo gratificante de las políticas públicas. Además, las percepciones ciudadanas pueden pertenecer solo a mayorías y faltar a la naturaleza democrática al oprimir a grupos minoritarios. La necesidad de evaluar la democracia, a pesar de un amplio electorado satisfecho o insatisfecho, también se debe a la existencia de políticas públicas impopulares en el corto plazo o en el período del mandato de los representantes, pero necesarias y eficaces para plazos medianos y largos.

			Un parámetro clásico para explicar la legitimidad del poder político está en el ensayo de Max Weber, el cual se ha constituido en un referente por su realismo.

			Weber sostiene la siguiente tesis: la legitimidad se causa según el tipo de obediencia y el ejercicio de dominación. Sin embargo, advierte que la obediencia no «está orientada primariamente (ni siquiera siempre) por la creencia en su legitimidad»5. Esta advertencia es importante, porque la dominación es un antecedente fáctico de la legitimidad, pero no una causa que le dé validez. A partir de este hecho, Habermas puede evidenciar la simbiosis entre derecho y poder estatal. Y si bien no son lo mismo, de ahí cabe la distinción para discutir «¿cómo es posible la legalidad por vía de legitimidad?»6. Esta pregunta se plantea porque el problema es patente:

			«El derecho se disuelve, por así decir, en política. Pero con ello se descompone y desintegra el concepto mismo de lo político. Pues bajo tal premisa, la dominación política ya no puede en todo caso entenderse como poder legitimado jurídicamente; pues un derecho que queda totalmente al servicio del sistema político pierde su fuerza legitimadora»7.

			Y para remediar eso, se acude al recurso procedimental; así, según Habermas, «el derecho de los estados democráticos de derecho es el que es, es decir, puede estabilizarse como el sistema de normas que es, porque por vía de legalidad puede satisfacer o llegar a satisfacer su propia promesa de legitimidad»8. Lo anterior permite distinguir entre «“génesis lógica” y “génesis histórica”, ambas son tareas legítimas, pero no deben confundirse entre sí, pues tienen estructura distinta»9. Luego entonces, parece que Weber se limita a la génesis histórica y el poder que describe da pauta para la legalidad, aunque es cuestionable en su legitimidad.

			Weber consigna tres tipos de obediencia y dominación: el carácter racional, el carácter tradicional y el carácter carismático.

			El primer tipo de obediencia y dominación, el carácter racional, bien mirado, no tiene nada de racional. Deberíamos denominarlo procedimental, puesto que «descansa en la creencia en la legalidad de ordenaciones estatuidas y de los derechos de mando de los llamados por esas ordenaciones a ejercer la autoridad (autoridad legal)» (las cursivas son nuestras)10. Es decir, solo porque un grupo ha convenido en establecer un procedimiento para hacer leyes e imponerlas, ha de creerse que debido al procedimiento ese poder es legítimo.

			El segundo, el carácter tradicional, descansa en la creencia cotidiana de la santidad de las tradiciones que rigieron desde lejanos tiempos y en la legitimidad de los señalados o elegidos por esa tradición para ejercer la autoridad (autoridad tradicional). Es decir, cuando los gobernantes elaboran y ejecutan leyes «en nombre de Dios». Como ejemplos, tenemos la Constitución Política de la República de Colombia de 1991 (reformada en 1997), cuyo preámbulo reza: «El Pueblo de Colombia, en ejercicio de su poder soberano, representado por sus delegatarios a la Asamblea Nacional Constituyente, invocando la protección de Dios…»11; también la Constitución Federal de los Estados Unidos Mexicanos de 1857 (no vigente), que empieza diciendo: «En el nombre de Dios…»12; o el antecedente de la Constitución de los Estados Unidos de Norteamérica, The Mayflower Compact de 1620, que empieza con las siguientes palabras: «En el Nombre de Dios, Amén. Nosotros, cuyos nombres están asegurados, los leales súbditos de nuestro temor Soberano Señor…»13. El carácter tradicional genera tanto constituciones como, a partir de ellas, sistemas políticos y la organización de estados. Los efectos de la tradición son contrastantes entre sí, pues hay constituciones que fundan sistemas monárquicos y también democráticos, o sistemas políticos que dan pauta a modelos estatales representativos o deliberativos, de modo que la tradición puede legitimar cualquier tipo de instancia, organización y ejercicio de poder.

			En contraste, el tercer tipo de obediencia y dominación consignado por Weber es el carácter carismático; este descansa en la entrega extracotidiana a la santidad, heroísmo o ejemplaridad de una persona y a las ordenaciones por ella creadas o reveladas. A esta peculiaridad se le llama autoridad carismática. Todavía algunos casos actuales conservan resabios de esta fuente, como por ejemplo la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de 1917, aún vigente, que empieza diciendo: «El C. primer jefe del Ejército constitucionalista, encargado del Poder Ejecutivo de la Nación […] hago saber: que el Congreso Constituyente reunido […] en virtud del decreto de convocatoria de 19 de septiembre del mismo año, expedido por la Primera Jefatura…»14. Observemos que dicha Primera Jefatura coincidió con el primer jefe del Ejército en la persona de Venustiano Carranza, con lo cual se justificaba procedimentalmente el alcance del nivel carismático. Otro ejemplo lo tenemos en la Constitución española actualmente vigente, que data de fines de 1978 y es notoria en su inicio: «Don Juan Carlos I, Rey de España, a todos los que la presente vieren y entendieren, sabed: que las Cortes han aprobado y el pueblo español ratificado la siguiente Constitución»15. Como se ve, presenta una mezcla de caudillismo tradicional y «carácter racional», pues se supone que un rey es tal por la designación de Dios, y a la vez la Constitución española procede por aprobación de las Cortes y un procedimiento de ratificación de parte del pueblo español que no está documentado en ninguna parte, amén de la supuesta representatividad de las Cortes.
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